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Senador de la República

PROYECTO DE LEY No. ______________MEDIANTE LA CUAL SE ADICIONA UN INCISO AL ARTÍCULO 183 DE LA LEY 115 DE 1994.
El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1º. El artículo 183 de la Ley 115 quedará así:

Artículo 183. Derechos académicos en los establecimientos educativos estatales. El Gobierno Nacional regulará los cobros que puedan hacerse por concepto de derechos académicos en los establecimientos educativos estatales. Para tales efectos definirá escalas que tengan en cuenta el nivel socioeconómico de los educandos, las variaciones en el costo de vida, la composición familiar y los servicios complementarios de la institución educativa.

Las secretarías de educación departamentales, distritales o los organismos que hagan sus veces, y las de aquellos municipios que asuman la prestación del servicio público educativo estatal, ejercerán la vigilancia y control sobre el cumplimiento de estas regulaciones.

Los estudiantes pertenecientes a los niveles 1, 2 y 3 del Sistema de Identificación y Clasificación de Potenciales Beneficiarios para los programas sociales (SISBÉN), quedarán excluidos del cobro de derechos académicos tales como matrículas, pensiones y materiales educativos en las instituciones públicas y aquellas que impartan educación bajo la modalidad de convenio con una entidad Estatal. De conformidad con el artículo 67 de la Constitución Nacional, dichos costos serán asumidos por el Estado.

Artículo 2º. La presente ley rige a partir de su promulgación.

CARLOS ENRIQUE SOTO JARAMILLO

Senador

EXPOSICION DE MOTIVOS

Objeto:

La presente iniciativa que presento a consideración del Congreso de la República tiene por objeto que las poblaciones estudiantiles socialmente menos favorecidas pertenecientes a los estratos 1, 2, y 3 del Sistema de Identificación y Clasificación de Potenciales Beneficiarios para los programas sociales (SISBEN), quedan excluidos del cobro de derechos académicos, tales como matrículas, pensiones y materiales educativas en las instituciones del Estado, cuya financiación provendrá directamente del Estado, de tal manera que se le dé un cumplimiento real a lo dispuesto en el artículo 67 de la Constitución Política de 1991.
Antecedentes.

“La educación es un factor esencial del desarrollo humano, social y económico y un instrumento fundamental para la construcción de equidad social”
, y tal como lo ha señalado Naciones Unidas han dicho que los Estados tienen obligaciones inmediatas respecto del derecho de la educación, con garantía de ejercicio de otros derechos, se debe garantizar sin discriminación alguna, además de tener la obligación de adoptar medidas para lograr la plena aplicación. La educación como derecho fundamental requiere de tres (3) atributos: Universalidad, Obligatoriedad y gratuidad y por parte del Estado impone tres (3) obligaciones: La de respetar, proteger y cumplir este mandato.

La promoción y protección de los derechos humanos son un suceso relativamente reciente en el país, no obstante que el Estado Colombiano haya sido parte de las declaraciones y tratados internacionales que les han dado origen jurídico. La educación es uno de los derechos humanos fundamentales reconocidos en la Carta Internacional de Derechos Humanos , aprobada por las Naciones Unidas en el año de 1948 (art.26), y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturares de las Naciones Unidas, adoptado en 1966 y puesto en vigor en 1976 (Art. 13 y 14). El derecho a la educación es también reconocido por la Declaración Americana de los Derechos y deberes del hombre, promulgada por la Conferencia Internacional Americana de Bogotá, celebrada en 1948 (Art. 12) y el protocolo adicional a la Convención de derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, sociales y culturales, conocido como el Protocolo de San Salvador (Art.13) aprobado por la OEA en 1988.
Entre los instrumentos internacionales enunciados anteriormente, el que consagra de mejor manera el derecho a la educación y expresa con mayor precisión y claridad su contenido , es el pacto internacional de Derechos económicos, Políticos y Culturales de la Carta de las Naciones Unidas. De conformidad con el artículo 13 de este pacto, el derecho a la educación comprende los siguientes aspectos: propósitos y objetivos de la educación; el derecho a recibir educación primaria y secundaria en diferentes formas(incluyendo la técnica profesional), superior y fundamental: el sistema escolar, la libertad de los padres para escoger el tipo de educación de sus hijos menores y el derecho a la libertad de enseñanza, La libertad académica y la autonomía de las Instituciones. Lo que señala que aunado el derecho internacional y por su puesto el nacional hacen mención al derecho a la educación, se está refiriendo a todos los aspectos mencionados y no simplemente a la cobertura en la educación
.

Si bien es cierto que las declaraciones no entrañan un compromiso jurídico para los Estados, si constituye una obligación ética de aquellos con la lucha por el respeto a la dignidad humana en el mundo. La educación pertenece a la clase de los derechos humanos fundamentales, que son inalienables, su dominio y posesión no se puede enajenar o transferir porque son sustánciales, principales, necesarios e inherentes a la persona y está unida a ella por naturaleza. De igual modo, hace parte de la clase de los derechos colectivos, cuyo fin es asegurar la calidad de vida y el bienestar de las personas, que no es otra cosa que un medio para realizar una vida humana digna, lo cual quiere decir que el reconocimiento del derecho a la vida, lleva implícito la necesidad de asegurar los medios para realizarla; la declaración de los derechos sociales, económicos y culturales conforman la llamada democracia social, complemento indispensable y sostén a la vez de la democracia política.
En los países donde el Estado social de derecho logró convertirse en una realidad política, este se convirtió a su vez en el principal soporte de los derechos Sociales, Económicos y culturales. En aquellos donde no ocurre, de hecho como es el caso de Colombia, la vigencia de estos derechos continúan siendo un espejismo para la mayoría de la población, así hayan sido reconocidos legalmente, lo que indica que el reconocimiento jurídico es importante pero no suficiente para darle vigencia plena a la aplicación y disfrute de los derechos fundamentales.
Revisando el marco legal pertinente al tema de la educación en los países de América Latina, vemos que en la ley marco se consagra puntualmente la gratuidad de la educación en: Argentina, Brasil, Bolivia, Chile, Costa Rica, Guatemala, cuba, México y Venezuela entre otros. 
Cuba por ejemplo en uno de los apartes de la Constitución, ARt. 15 consagra: “Todos tienen el derecho a la educación, este derecho está ampliamente garantizado por el amplio y sistema gratuito de escuelas, semi internados, internados y becas, en todos los tipos y niveles de enseñanza, y por la gratuidad del material escolar, lo que proporciona a cada niño y joven, cualquiera que sea la situación económica de su familia, la oportunidad de cursar estudios de acuerdo con sus aptitudes.

La constitución de Bolivia, en el artículo 177 señala que la educación es fiscalmente gratuita y se imparte sobre la base de la escuela unificada y democrática; en el artículo 180 establece que el Estado auxiliará a los estudiantes sin recursos económicos para que tengan acceso a los ciclos superiores de enseñanza, de modo que sean la vocación y la capacidad de condiciones las que prevalezcan sobre la posición social y económica.

La educación en Colombia.

El desarrollo constitucional que se le ha dado al derecho a la educación se encuentra consagrado principalmente en los artículos 27, 67 y 68, dentro de los cuales se encuentra estipulado que el Estado garantiza las libertades de enseñanza, aprendizaje, investigación y cátedra.

Por su parte, el artículo 67 establece que la educación es un derecho de la persona y un servicio público que tiene función social: Con ella se busca el acceso al conocimiento, a la ciencia, a la técnica, a los demás bienes y valores de la cultura. Así mismo, señala que la educación será gratuita en las instituciones del Estado, sin perjuicio del cobro de derechos académicos a quienes puedan sufragarlos.

A su vez, la Ley 115 de 1994, dentro de su objeto establece que la educación es un proceso de formación permanente, personal, cultural y social que se fundamenta en una concepción integral de la persona humana, de su dignidad, de sus derechos y sus deberes. Señala además, las normas generales para regular el Servicio Público de Educación que cumple una función social acorde a las necesidades e intereses de las personas, de la familia y de la sociedad. Se fundamenta en los principios de la Constitución Política sobre el derecho a la educación que tiene toda persona, en las libertades de enseñanza, aprendizaje, investigación y cátedra y en su carácter de servicio público.

Esta ley contempla que el servicio educativo será prestado en las instituciones educativas del Estado. Sin embargo, otorga a los particulares la posibilidad de fundar establecimientos educativos para la prestación de este servicio.

 Así mismo, el derecho a la educación consagrado dentro de nuestra Carta Política de 1991 como derecho fundamental se caracteriza por su carácter de inalienable, porque son sustanciales, principales, necesarios e inherentes y no se pueden separar de la persona.

La Corte Constitucional, en la Sentencia T-944 de 2000, ha destacado que uno de los principales fines de la educación es asegurar al sujeto el logro de los valores entre los cuales se encuentra y destaca el conocimiento, el cual es adquirido y reproducido a través de ella, como la ciencia, la técnica y los demás bienes y valores de la cultura. La educación se erige en derecho fundamental en la medida que es inherente a la naturaleza del hombre; hace parte de su dignidad y es punto de partida para lograr su libre desarrollo de la personalidad y la efectivización de la igualdad material al implicar su competencia en el mundo de la vida (T-02/92). Por ello, son obligaciones del Estado en materia educativa, regular y ejercer la suprema inspección y vigilancia de la educación con el fin de velar por su calidad, por el cumplimiento de sus fines y por la mejor formación de los educandos; garantizar el adecuado cubrimiento del servicio y asegurar a los menores las condiciones para su acceso y permanencia en el sistema educativo. 
Tal como lo señala Maria Teresa Forero de Saade, “significa siempre un reto argumentar sobre la educación de un país. Determinar fijar posiciones y fijar escenarios sobre el provenir de una sociedad, a partir del cual se constituye uno de sus más preciados valores. Mucho se ha dicho sobre la importancia de construir sociedades democráticas con igualdad y seriedad. A Nivel global, nos encontramos transitando en el decenio de las Naciones Unidas para el Desarrollo sostenible (2.005-2015).

En el debate nacional, con el cierre del siglo pasado y bajo el supuesto de la cercana relación entre desarrollo económico y nivel educacional, los índices de cobertura lograron niveles considerables llegando el país a un cubrimiento de más del 90%, y tratándose de las ciudades mas grandes con alcances cercanos a la universalidad. El debate público sobre la pobreza y la desigualdad de las últimas décadas se ha centrado en el establecer mecanismos que brinden igualdad de oportunidades a todos los miembros de la población.
La educación en Cifras.
De conformidad con el informe a corte de junio de 2010 de la Alta Consejeria Presidencial para la competitividad y las regiones, las siguientes son las cifras en materia de educación desde 2002 a 20010:

La matricula oficial: en el año 2002 fue de 7.808.110, en el 2009 fue de 9.395.888, la meta de matricula oficial al año 2010 fue de 9.524.756, para un total de cobertura del 99%.
Los recursos del Sistema General de Participaciones en millones de pesos corrientes: en el 2002 fue de 6.750.338, en 2009 fue de 12.320.520 y en el 2010 se había girado en el mes de julio 11.830.207.

En cuanto a matrícula oficial secundaria y media en el 2002 fue de 2.829.602 y en el 2009 fue de 4.175.901, la meta de matricula para el año 2010 fue de 4.369.314 para un porcentaje de cumplimiento de la meta del 96%.
El balance sobre materia de educación a la fecha es que, es que se ha avanzado en cobertura, en estándares, evaluación e inversión, pero estamos perdiendo el año en eficiencia, calidad, equidad, autonomía y profesión docente. Hasta la fecha, el país no ha encontrado la manera de retener a los niños en las aulas. De cada 100 que ingresan a primer grado, solo 33 se gradúan como bachilleres. Pero en el campo la situación es aún más crítica: de cada 100 solo 16 logran obtener su diploma de bachiller y se debe a varios factores: la falta de recursos económicos que obliga a los jóvenes a abandonar sus estudios para trabajar y ayudar al sostenimiento del hogar; al mismo conflicto armado que los ha llevado a incorporarse a los grupos armados y al fenómeno mismo del desplazamiento forzado; a la desnutrición que les impide aprender haciéndoles perder su motivación para con el estudio; los métodos de enseñanza inapropiados empleados en algunos centros educativos, la falta de material didáctico, pedagógico y la falta de elementos informáticos que permitan modernizar el sistema educativo.
La educación es una herramienta fundamental para que las personas y el país progresen, para solucionar problemas individuales y grupales, para ser más tolerantes y reconocer las diferencias con los otros, para contribuir positivamente con las metas que el país ha fijado en todos los campos; es por ello que la nación ha hecho importantes esfuerzos en mejorar la calidad de la educación y aumentar las posibilidades para que todos los niños, niñas y jóvenes puedan estudiar, por ello es necesario el estudio y aprobación de la presente iniciativa, que permitirá que la población perteneciente a los niveles 1,2 y 3 del SISBEN, logren el disfrute pleno de este derecho fundamental. 
Con fundamento en las anteriores consideraciones pongo a consideración del Congreso de la República la presente iniciativa legislativa.

Cordialmente,

CARLOS ENRIQUE SOTO JARAMILLO

Senador 

� Plan Nacional de Desarrollo 2002-2006, Hacia un Estado Comunitario, Pág. 166.


� “Aplicación del Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales” observación general 13, el derecho a la educación (Artículo 13 del Pacto), 21 periodo de sesiones 1999.


� Educación una visión de los Departamentos 2010. Prologo. FEDESARROLLO
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